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APORTACIONES DEL CERMI EN MATERIA DE DISCAPACIDAD AL PROYECTO DE REAL DECRETO POR EL QUE SE REGULA EL CONSUMIDOR VULNERABLE DE ENERGÍA ELÉCTRICA, EL BONO SOCIAL Y LAS CONDICIONES DE SUSPENSIÓN DEL SUMINISTRO PARA CONSUMIDORES CON POTENCIA CONTRATADA IGUAL O INFERIOR A 10 KW

Esta norma pretende hacer frente a la demanda de la sociedad para que se afronten medidas que luchen contra la pobreza energética y tiene su base jurídica en el Real Decreto-ley 7/2016, de 23 de diciembre, por el que se regula el mecanismo de financiación del coste del bono social y otras medidas de protección al consumidor vulnerable de energía eléctrica.
El artículo 2 de este Real Decreto-Ley establece lo siguiente:

Artículo 2. Medidas de protección a los consumidores vulnerables.

El Gobierno impulsará las medidas de protección y de mejora de transparencia en la contratación del suministro de los consumidores vulnerables.

Asimismo, colaborará con las Administraciones Públicas competentes en la puesta en marcha de un registro administrativo de puntos de suministro que correspondan a los consumidores referidos en el artículo 52.4.j) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, con pleno respeto a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.
El artículo 45 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico ha sido objeto de modificación con objeto de definir las diversas categorías de consumidores vulnerables, incluyendo los severos cuyo suministro se considera esencial en los términos de la letra j) del artículo 52.4. 
El apartado 1 del artículo 45 de la misma Ley estipula que

la definición de los consumidores vulnerables y de sus categorías y los requisitos que deben cumplir, así como las medidas a adoptar para estos colectivos se determinarán reglamentariamente por el Gobierno.

Y el artículo 52.4.j) dispone que:

En los términos y condiciones que se establezcan reglamentariamente, aquellos suministros a consumidores que tengan la condición de vulnerables severos acogidos a tarifas de último recurso y que estén siendo atendidos, respecto a estos suministros, por los servicios sociales de las Administraciones Públicas competentes por hallarse, en atención a su renta, en riesgo de exclusión social. Estos suministros se circunscribirán a personas físicas en su vivienda habitual. Todo lo anterior deberá ser acreditado mediante documento expedido por los servicios sociales de las referidas Administraciones Públicas.
Según la exposición de motivos del Real Decreto-Ley 7/2016 la definición de estas categorías responderá a 

criterios de renta, atenuados en atención a las circunstancias personales y familiares de cada hogar, que podrán referirse al número de miembros de la unidad familiar, la presencia en el mismo de menores a cargo o discapacitados, entre otras cuestiones. 

Adicionalmente, en el ámbito de la protección y refuerzo de la transparencia en la contratación de los consumidores vulnerables, se introducirán mejoras en los procedimientos de suspensión del suministro de energía eléctrica, estableciendo en particular comunicaciones adicionales antes de proceder a la misma, así como indicadores similares a los que existen en el ámbito financiero para facilitar la comparación de las distintas ofertas comerciales a los clientes minoristas.

Se incluye un mandato al Gobierno para que, en el plazo de tres meses, proceda a la aprobación de un real decreto que desarrolle lo dispuesto en el artículo 1. Ha de tenerse en cuenta que este Real Decreto-Ley introduce innovaciones normativas, como la determinación de los sujetos obligados a financiar el coste del bono social o la consideración como esenciales de los suministros a consumidores vulnerables severos, que, para garantizar la efectiva protección de los consumidores más vulnerables, hacen indispensable una regulación posterior mediante real decreto.

PROTECCIÓN DE LOS PENSIONISTAS DE SEGURIDAD SOCIAL

La letra e) del apartado 2 del artículo 3 del proyecto de Real Decreto hace referencia a los pensionistas del Sistema de la Seguridad Social por jubilación o incapacidad permanente, pero no menciona explícitamente las modalidades no contributivas de estas prestaciones, que son precisamente las que atienden situaciones de mayor necesidad social –personas que no cotizaron o no lo suficiente contributivamente, y por eso no han generado derecho a pensión de esta modalidad, pero se hallan en situación objetiva de necesidad, por lo que el Estado establece pensiones no contributivas ligadas a situación social y económica muy precaria- y siempre constituyen las cuantías más bajas. Para evitar dudas sobre su inclusión o no, se propone citarlas expresamente en el texto:  

“e) Que todos los miembros que tengan ingresos en la unidad familiar sean pensionistas del Sistema de la Seguridad Social por jubilación, en sus modalidades contributiva y no contributiva, o incapacidad permanente e invalidez no contributiva, percibiendo por ello la cuantía mínima vigente en cada momento para dichas clases de pensión.”
PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Así pues, se propone que en este Real Decreto se recoja de forma explícita que el hecho de que en una vivienda haya, al menos, una persona con discapacidad representa un factor especial a tener en cuenta en la determinación de las situaciones que dan lugar, a:

- Tener la condición de consumidor vulnerable a efectos de acceder al bono social.

- Tener la condición de consumidor vulnerable severo a efectos del descuento del bono social, la financiación del coste de suministro e impedir el corte del suministro eléctrico.
A tal efecto, se propone incrementar los umbrales referenciados al IPREM en el artículo 3.3 del Proyecto, distinguiendo dos escalas, una en el caso de una persona con discapacidad, tal como se define en el artículo 4.2 del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
 y una segunda escala  cuando se trata de una persona con discapacidad (que son las que dentro del universo de la discapacidad presentan más necesidades de apoyo) de alguno de los siguientes tipos:

i) Personas con parálisis cerebral, personas con enfermedad mental, personas con discapacidad intelectual o personas con discapacidad del desarrollo, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por 100.

ii) Personas con discapacidad física o sensorial, con un grado discapacidad reconocido igual o superior al 65 por 100.
Este tratamiento lleva aparejada la consideración de consumidor de energía eléctrica considerado vulnerables severo (Art. 3.4), que atrae otros derechos reconocidos en el Real Decreto, tales como el descuento del bono social (Art. 6.3), la financiación del coste de suministro (Art. 12) y la determinación de la situación que da lugar a que la interrupción del suministro no pueda producirse (Art. 20)
Propuesta

El apartado 3 del artículo 3 del proyecto de Real Decreto queda redactado de la siguiente manera:

Si un consumidor de energía eléctrica acredita pertenecer a una unidad familiar que se encuentra en una de las siguientes circunstancias especiales, el porcentaje de renta respecto del IPREM establecido en los párrafos a) a c) del apartado 2
 se incrementará en: 

a) 1 cuando alguno de los miembros de la unidad familiar tenga discapacidad reconocida igual o superior al 33 por ciento. 

b) 1,5 cuando alguno de los miembros de la unidad familiar tenga discapacidad reconocida de alguno de los siguientes tipos:


i) Personas con parálisis cerebral, personas con enfermedad mental, personas con discapacidad intelectual o personas con discapacidad del desarrollo, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por ciento.


ii) Personas con discapacidad física o sensorial, con un grado discapacidad reconocido igual o superior al 65 por ciento.

b) 0,5, cuando alguno de los miembros de la unidad familiar tenga la condición de víctima de violencia de género, conforme a lo establecido en la legislación vigente. 

c) 0,5, cuando alguno de los miembros de la unidad familiar tenga la condición de víctima de terrorismo, conforme a lo establecido en la legislación vigente.

El apartado 4 del artículo 3 del proyecto de Real Decreto queda redactado de la siguiente manera:

El consumidor de energía eléctrica que, cumpliendo los requisitos anteriores, pertenezca a una unidad familiar que perciba una renta anual igual o inferior al 50% de los umbrales establecidos en los subapartados a), b) o c) del apartado 2, incrementados en su caso conforme a lo dispuesto en el apartado 3, o bien perciba una renta anual menor o igual a una y dos veces el IPREM, o a dos y tres veces el IPREM si en la unidad familiar hay una persona con discapacidad reconocida de, al menos, el 33 por ciento, en el caso de los colectivos recogidos en los subapartados e) y d), respectivamente, del citado apartado 2, será considerado vulnerable severo.
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� Además de lo establecido en el apartado anterior, y a todos los efectos, tendrán la consideración de personas con discapacidad aquellas a quienes se les haya reconocido un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento. Se considerará que presentan una discapacidad en grado igual o superior al 33 por ciento los pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez, y a los pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.


Las normas que regulen los beneficios o medidas de acción positiva podrán determinar los requisitos específicos para acceder a los mismos.





� Para que un consumidor de energía eléctrica pueda ser considerado vulnerable, la unidad familiar a la que pertenezca deberá cumplir alguno de los requisitos siguientes: a) Percibir una renta anual menor o igual a 1,5 veces el IPREM, en el caso en que no haya ningún menor en la unidad familiar. b) Percibir una renta anual menor o igual a 2 veces el IPREM en el caso de que haya un menor en la unidad familiar. c) Percibir una renta anual menor o igual a 2,5 veces el IPREM en el caso de que haya dos menores en la unidad familiar. d) Estar en disposición del título de familia numerosa e) Que todos los miembros que tengan ingresos en la unidad familiar sean pensionistas del Sistema de la Seguridad Social por jubilación o incapacidad permanente, percibiendo por ello la cuantía mínima vigente en cada momento para dichas clases de pensión.
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